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Expediente N.º 21.066 
 
 
ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
Esta iniciativa de ley, tiene como antecedente el Expediente Nº 18.708 y que se 
encontraba bajo estudio de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 
Jurídicos.  Sin embargo, a la luz de las resoluciones 12250-2015, 11658-2018 y 
13570-2018 de la Sala Constitucional, que versan sobre el plazo de vigencia de 
los expedientes legislativos y las prórrogas posibles, mediante una moción de 
plazo cuatrienal, se determina que éste proyecto de ley se debe archivar. 
 

En razón de lo anterior, se retoma la propuesta para que continúe su trámite bajo 
un nuevo número de expediente: 
 
Desde hace ochenta años la Caja Costarricense de Seguro Social se ha 
constituido en el pilar fundamental de nuestro sistema público de seguridad social. 
Un sistema que con el sacrificio y el aporte solidario del pueblo de Costa Rica, ha 
hecho posible que nuestro país cuente con indicadores de salud propios de una 
nación del primer mundo y una cobertura de los servicios de salud que nos ubica 
en los primeros lugares de América. 
 
Sin embargo, en las últimas décadas esta institución ha enfrentado graves 
amenazas que han llevado al debilitamiento progresivo de su capacidad de 
atender las necesidades de la población y, lo que es más grave, a la subversión 
de los principios de solidaridad, universalidad, equidad y justicia social que son su 
razón de ser.  Dentro de estas amenazas destacan la interferencia de intereses 
político-empresariales en las decisiones técnicas, los recortes presupuestarios 
derivados de una ideología que concibe la inversión pública en salud como simple 
gasto y, sobretodo, una creciente tendencia a la privatización de los servicios que 
presta la institución.  Esta tendencia se encamina a convertir a la Caja en una 
entidad intermediaria encargada de recaudar los recursos de las personas 
aseguradas para trasladarlos a proveedores privados interesados en lucrar con el 
derecho a la salud de las y los habitantes. 
 
En efecto, ya sea por la vía de entregar directamente a empresas privadas la 
administración de los centros de salud de la Caja, ya sea a través de la utilización 
abusiva de las compras de servicios en detrimento de las actividades sustantivas 
de la institución y los derechos de las personas usuarias, el resultado ha sido el 
mismo: un notable deterioro de los servicios públicos aparejado de la transferencia 
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al sector privado de cuantiosos recursos de la seguridad social que bien habrían 
permitido ampliar la cobertura y mejorar la calidad de los servicios que presta 
directamente la Caja. 
 
En 2004, el pueblo costarricense pudo contemplar, con estupor, una pincelada de 
la magnitud alcanzada por este proceso de deterioro constante e inducido del 
sistema público de seguridad social, cuando se divulgaron una serie de denuncias 
que involucraron a altos jerarcas de la Caja en actos de corrupción orientados, 
precisamente, a favorecer a empresas privadas en los procesos de contratación 
de dicha entidad. 
 
No obstante, en abril de 2001, la lógica perversa de los mecanismos de 
mercantilización de la salud pública que desencadenaron dichos escándalos de 
corrupción, ya había sido denunciada en el Parlamento mediante el Informe 
Afirmativo de Mayoría de una Comisión Especial Investigadora creada por el 
Plenario legislativo para que proceda a analizar:  “la calidad de servicios, compra 
de servicios privados, utilización de recursos de la CCSS, para la enseñanza 
universitaria privada, medicamentos y pensiones”.  (Expediente N.° 13.980) 
 
En dicho Informe se advierte que en los últimos 15 años y por influencia 
preponderante de los organismos político-financieros internacionales, empezó "a 
forzarse una interrelación" entre el sistema público de salud y las empresas 
privadas del sector, para lo que no existía experiencia previa.  Algunas de las 
consecuencias de esta interrelación obligada fueron ampliamente documentadas: 
“Por ejemplo, durante los años 1998 y 1999 la Caja le canceló a la Clínica Bíblica 
sumas millonarias para la atención de asegurados, especialmente para la compra 
de servicios de atención de patologías cardiovasculares, compras que 
desaparecieron por completo cuando la Institución adquirió angiógrafos para los 
centros hospitalarios de primer nivel.  Sin embargo, al adquirir tal equipo se 
desoyó el criterio de los técnicos y profesionales del Hospital México, quienes 
siempre estuvieron en contra de la compra de angiógrafos portátiles para brindar 
el servicio regular.  Ahora se pagan las consecuencias porque, debido a fallas de 
funcionamiento, todos estos equipos están fuera de servicio.  Es previsible que 
ahora la Caja se vea obligada a recurrir a los mismos proveedores privados para 
la compra de servicios en esta especialidad". 
 
Algo similar ocurrió con importantes tratamientos requeridos por pacientes con 
cáncer:  “En el pasado oncólogos nacionales, funcionarios de la Caja, le han 
presentado a los mandos directivos de la Institución diversos diagnósticos sobre 
las deficiencias en los servicios que atienden a los pacientes con cáncer, así como 
solicitudes de equipo e infraestructura, con los proyectos y sus costos, para 
solucionarlas.  Pero esas propuestas han sido denegadas, inclusive cuando fueron 
reiteradas desde 1997, por organismos como la Organización Panamericana de la 
Salud y la Agencia Internacional de Energía Atómica.  Ante este panorama en la 
atención del cáncer y el atraso de la Institución en adecuar sus servicios de 
tratamiento, se abrió un mercado apto para una buena inversión del sector privado 
y pronto aparecieron las gestiones de algunos grupos en Estados Unidos y, dentro 
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de nuestro país, de nacionales interesados.  (...) Nuevamente vemos que se va 
produciendo una dicotomía en la atención de los usuarios con pérdida de la 
integridad del sistema público.  (...) Dos años después de iniciada la compra de 
servicios, tampoco se ha hecho un estudio de los resultados obtenidos.  Los 
montos totales por servicios se cancelan semanalmente, en un plazo más corto 
que la solicitud de pago mensual hecha inicialmente por Centracan.  Como hay 
pacientes que abandonan el tratamiento, por intolerancia o por fallecimiento, la 
CCSS ha pagado en exceso poco más de 12 millones de colones, sin que se haya 
hecho ninguna gestión de recuperación de esos recursos públicos.  Además, 
cuando Centracan atiende un paciente privado, fuera del convenio con la Caja y 
que paga directamente su propio tratamiento, la tarifa es un 25% menor que la que 
le cobra a la Caja.  El presupuesto originalmente aprobado por la Junta Directiva 
de la Caja de 1.110.000.00 millones de dólares para el año 2000, para tratar un 
estimado de 300 pacientes, se agotó antes del plazo fijado.  Por otra parte, la 
operación de estos dos centros privados de radioterapia ha significado que una 
buena parte de los oncólogos que trabajan con la Caja hayan tenido que reducir 
sus horarios de trabajo con la Institución, ya que un buen número de ellos labora 
ahora en ambas partes". 
 
También la Defensoría de los Habitantes había advertido oportunamente sobre las 
anomalías descritas.  De acuerdo con el dictamen emitido por la Comisión 
Especial de la Asamblea Legislativa: 
 
“En el Informe presentado por la Defensoría de los Habitantes a esta Comisión 
sobre la compra de servicios, consta la declaración del Gerente Médico donde 
asegura que con lo que la Caja había gastado hasta julio del 2000 "ya habría 
podido comprar dos aceleradores lineales" y le quedarían de beneficio 8 años de 
vida útil de ese equipo, con sólo mantenimiento”. 
 
Varios años después, las denuncias y conclusiones a las que llegó esta 
investigación legislativa fueron confirmadas en sendos informes emitidos por la 
Contraloría General de la República, constatándose que en ese lapso fue poco lo 
que se hizo para solucionar los problemas apuntados.  Por el contrario, muchos de 
estos se han agravado. 
 
En el Informe N.° DFOE-SA-30-2006, de 31 de agosto de 2006 el Área de 
Servicios de Salud de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, la 
Contraloría analizó la prestación del servicio de radioterapia por medio de 
acelerador lineal realizada directamente por la Caja, concluyendo, entre otros 
aspectos, que la institución podría haberse ahorrado cuantiosos recursos gastados 
en compras más onerosas de servicios al sector privado, si hubiera realizado 
oportunamente las inversiones en infraestructura, equipo, y capacitación de 
personal para brindar directamente tales servicios a las personas aseguradas.  De 
acuerdo con la Contraloría: 
 
“Como resultado del estudio realizado se concluye que las autoridades de la 
CCSS no adoptaron mecanismos ágiles para dotarla del equipo, infraestructura y 
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recurso humano indispensable para la prestación directa y en forma oportuna del 
servicio de radioterapia por medio de acelerador lineal. 
 
Además la administración no actuó con la celeridad requerida en la compra del 
acelerador lineal, ni lo ha utilizado de manera óptima y en consecuencia ha 
propiciado la contratación de los tratamientos de radioterapia con acelerador lineal 
a terceros, que de haberse actuado diligentemente le habría significado a la 
entidad aseguradora, del 21 de marzo de 2003 al 4 de marzo de 2006, un ahorro 
aproximado a la suma de $2.408.028,00 ($1.229.788,00 más $1.178.240,00). 
 
Al respecto, a pesar de contar con la asesoría de expertos en ese campo, el 
procedimiento ordinario de contratación instaurado se concretó en un tiempo 
considerablemente mayor al estimado, propiciando la contratación de los servicios 
de radioterapia a la empresa privada por un monto cercano a los $1.863.720,00, 
cuando de haberlos prestado directamente le hubiera representado un ahorro 
aproximado a $1.229.788,00 del 21 de marzo de 2003 al 4 de marzo de 2004". 
 
Por si eso fuera poco, omisiones y decisiones erróneas de las autoridades 
facilitaron el incremento de las compras al sector privado, al permitir una 
inadecuada utilización de los recursos institucionales y promover la desviación de 
otros, saboteando con ello la capacidad de la Caja para atender por su cuenta las 
necesidades de las personas usuarias: 
 
“Una vez puesto en operación el acelerador lineal, el cual de acuerdo con la vida 
útil estimada por la CCSS estará al cabo de diez años obsoleto, esa entidad 
aseguradora -contrario a la empresa privada- no ha logrado maximizar ese recurso 
por aparentes debilidades en la construcción del búnker, al no soportar una carga 
mayor que la autorizada por el Ministerio de Salud en el permiso otorgado para el 
funcionamiento de esas instalaciones, con lo cual generó nuevamente la 
contratación de los servicios a terceros, donde de haber construido el búnker con 
una mayor capacidad e incrementar la jornada de trabajo como lo recomendaban 
los expertos y, además disponer y distribuir adecuadamente los profesionales y 
técnicos que participan en las diferentes terapias que se brindan en el servicio de 
radioterapia, ya sea personal fijo o contratado, podría haber ahorrado anualmente 
un monto cercano a $589.120,00 por la atención directa de 320 pacientes 
adicionales por año, o sea el ahorro del 5 de marzo del 2004 al 4 de marzo del 
2006 rondaría la suma aproximada de $1.178.240,00. 
 
(...) 
 
Por otro lado, la CCSS no resguardó la continuidad de la prestación del servicio 
público ni el buen uso de los fondos públicos, al promover las ayudas económicas 
en el país por un monto igual al de los pacientes que se trataran en el extranjero y 
porque tanto estas ayudas como las contrataciones, dada la inopia existente de 
recurso humano en ese campo, propiciaban que parte de su personal se estuviera 
trasladando a laborar a la empresa privada que le brindaba a la CCSS el servicio 
contratado o que no estuviera dispuesto a trabajar jornadas extraordinarias para 
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prestar principalmente los servicios de radioterapia que son contratados por esa 
entidad pública, limitando con ello la posibilidad de optimizar el equipo con su 
propio recurso.  Además, ese hecho también motivó la contratación de mayor 
cantidad de especialistas y técnicos extranjeros". 
 
Lo anterior motivó que el órgano contralor emitiera una serie de disposiciones 
dirigidas a la Junta Directiva de la Caja y demás autoridades de la institución, 
entre las que destaca: "Ordenar, que previo a la contratación de servicios a 
terceros o la prestación indirecta de un servicio de salud que atañe brindar a la 
CCSS, se realice un estudio donde se demuestre la inviabilidad para la Caja de 
prestar ese servicio". 
 
En una dirección similar, en el Informe N.° DFOE-SA-27-2006, de 31 de agosto de 
2006, sobre las compras de servicios de radioterapia por medio de acelerador 
lineal realizadas por la Caja, la Contraloría concluyó que:  “La Caja Costarricense 
de Seguro Social ha venido contratando en los últimos años al Centro Médico de 
Radioterapia Irazú, S.A., los servicios para brindar tratamientos de radioterapia por 
medio de acelerador lineal. 
 
El análisis realizado por esta Contraloría evidencia debilidades en el proceso de 
contratación de esos servicios, que atentaron contra las finanzas de esa entidad 
pública, la continuidad de la prestación directa de los servicios de radioterapia y no 
permiten garantizar la calidad en el suministro de los servicios prestados por parte 
de ese Centro Médico. 
 
En ese contexto, la ausencia de un estudio sobre la razonabilidad del precio 
cobrado por la referida empresa privada de $2.790,00 para las contrataciones 
promovidas a partir de 2001 y anteriormente sobre el monto de las ayudas dadas 
por la CCSS para este tratamiento desde el año 1999 por $3.700,00 ó $3.250,00, 
podría haber generado por parte de esa entidad pública el pago de una suma 
mayor a la que correspondería cancelar por esos tratamientos, tomando en 
consideración que la mayoría de los precios de referencia de otros países están 
por debajo de esas cifras y que la prestación directa de ese servicio por la CCSS 
con una tecnología más moderna cuesta un 34% del valor facturado por la 
empresa privada, que podría llegar a representar el 19,4% si el tratamiento se 
ajusta a las condiciones que viene ofreciendo en sus tratamientos la institución. 
 
En adición a lo expuesto, las debilidades en el análisis previo y técnico realizado 
sobre este tipo de contrataciones, demuestran que las autoridades de la CCSS se 
encontraron desprovistas de elementos indispensables para la toma de decisiones 
acertadas sobre un recurso humano especializado y escaso, poniendo en riesgo la 
continuidad de los servicios en radioterapia que venía prestando por medio de 
terceros y directamente la entidad.  En consecuencia esas contrataciones 
provocaron la disminución en la planilla de la CCSS en lo que respecta a ese 
recurso humano y generaron la contratación de especialistas extranjeros". 
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Mediante la presente iniciativa se pretende introducir una serie de reformas a 
varias leyes, con la finalidad de fortalecer y resguardar el carácter público y 
solidario de los servicios de salud que presta la Caja Costarricense de Seguro 
Social.  En particular, se busca poner freno a los procesos de desmantelamiento, 
privatización y mercantilización de estos servicios, a través de la adopción de una 
serie de medidas orientadas a prevenir que se repitan en el futuro las serias 
irregularidades y abusos cometidos a través de las compras de servicios y figuras 
similares. 
 
Para ello se propone, en primer lugar, modificar la Ley de contratación 
administrativa (N.° 7494), con el fin de aclarar que los servicios de salud que 
presta la Caja Costarricense de Seguro Social no son susceptibles de ser 
delegados a terceros a través de figuras como la concesión de gestión de servicio 
público.  Lo anterior, en cumplimiento del precepto contenido en el artículo 73 de 
la Constitución Política, que encomendó a la Caja la administración y el gobierno 
de los seguros sociales de enfermedad y maternidad. 
 
Esta propuesta es coherente con la realizada en 2008 a la Ley de Concesión de 
Obra Pública con Servicio Público (N.º 7762), con el objetivo de excluir de la 
aplicación de esta figura los servicios de salud, precisamente en consideración a 
la trascendencia social y al particular régimen de protección constitucional de los 
seguros sociales. 
 
Si bien en la actualidad existen criterios encontrados sobre la constitucionalidad de 
la privatización de los servicios públicos de salud que presta la Caja, lo cierto es 
que la ambigüedad de la legislación sobre el tema abre la posibilidad de que 
servicios esenciales e incluso la gestión íntegra de clínicas u hospitales públicos 
sean dados en concesión a empresas privadas, con los perjuicios que tal medida 
implicaría para la plena realización de los principios de solidaridad y universalidad 
que sustentan nuestro sistema de seguridad social. 
 
Incluso, en el pasado reciente ya se ha llegado a plantear estas medidas en el 
caso de hospitales, como en su momento ocurrió con los intentos de dar en 
concesión el Hospital de Heredia o el fallido Hospital del Cáncer.  En efecto, si se 
analiza el artículo 74 de la Ley de Contratación Administrativa, se puede constatar 
que esta no excluye expresamente de su ámbito de cobertura los servicios 
públicos encomendados por mandato constitucional a la Caja. 
 
De hecho, en los últimos años se han venido dando experiencias de esta 
naturaleza, por ejemplo, en el nivel de atención primaria, con varios Equipos 
Básicos de Atención Integral en Salud (Ebais).  El capítulo más reciente de esta 
historia es la pretensión de la actual administración de la CCSS de privatizar 45 
Ebais en los cantones de Montes de Oca, Curridabat y La Unión, mediante la 
entrega de su administración a entes privados que lucrarían con estos servicios 
sociales. 
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Ante esta situación es urgente reforzar el principio de que la prestación directa de 
servicios de salud es una de las actividades esenciales de la Caja.  Principio, por 
lo demás, derivado directamente del numeral 73 de nuestra Carta Magna, así 
como de lo establecido en los artículos 1 y 2 de la Ley constitutiva de esta 
institución (N.° 17, 1943) que incluyen el seguro de enfermedad y maternidad 
como parte de los seguros sociales y los artículos 1 y 2 de la Ley N.° 5349, de 
1973, que decretó el traspaso definitivo a la Caja de los hospitales a cargo de 
otras entidades “para efectos de la universalización del Seguro de Enfermedad y 
Maternidad, cuya administración se ha confiado a la Caja Costarricense del 
Seguro Social, así como para el logro de un sistema integral de salud”. 
 
La privatización paulatina del nivel atención primaria se ha venido produciendo a 
pesar de que la Ley que aprobó el traslado de los Ebais del Ministerio de Salud a 
la CCSS (N.º 7374 del 3 de diciembre de 1993  “Aprobación del Contrato 
Préstamo entre la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de 
Desarrollo para Financiar el Programa de Mejoramiento de los Servicios de Salud 
y la Construcción del Hospital de Alajuela”) estableció en su artículo 7 que se 
autoriza el traspaso a la CCSS de “los programas del Ministerio de Salud 
asignados a la atención preventiva de la salud de las personas, con base en las 
Leyes Nos. 5349 del 24 de setiembre de 1973 y 5541 del 10 de julio de 1974 con 
el propósito de continuar con el proceso de universalización del Seguro de 
Enfermedad y Maternidad, cuya administración ha sido conferida a la citada 
institución”. 
 
Esta norma es clarísima en cuanto a que “la Caja Costarricense de Seguro Social 
asumirá los servicios asistenciales y preventivos de la salud, para lograr su 
fortalecimiento, su administración y la prestación integral de ellos”. 
 
Por otra parte, también se propone reformar la Ley constitutiva de la Caja a fin de 
establecer una serie de regulaciones y controles mínimos necesarios para evitar 
que las compras temporales de servicios sigan siendo utilizadas como instrumento 
para el lucro privado a costa del constante deterioro de los servicios sociales 
encomendados a esta institución. 
 
Es necesario poner freno, de una vez por todas, a ese círculo vicioso por medio 
del cual las compras de servicios con recursos públicos de la seguridad social 
pasan a convertirse en un fin en sí mismo.  Ese proceso, tantas veces denunciado, 
por medio del cual se recortan y retrasan las inversiones requeridas para la 
atención de las necesidades de los usuarios, forzando con ello la contratación de 
servicios a terceros, en muchos casos, en condiciones más onerosas para la 
institución de lo que le costaría llevar a cabo tales inversiones por su cuenta.  A su 
vez, los recursos que se destinan a estas compras debilitan la capacidad de la 
Caja para fortalecer la prestación de dichos servicios de manera directa, en 
detrimento de los derechos y la calidad de vida de las personas aseguradas. 
 
A fin de evitar esta situación, se establecen una serie de requisitos que deberá 
cumplir cualquier compra de servicios, tomando como punto de partida algunas de 
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las principales recomendaciones formuladas por la Contraloría General de la 
República en sus informes DFOE-SA-27 -2006 y DFOE-SA-30-2006.  En primer 
lugar, debe quedar claro que estas compras no pueden sustituir la prestación 
directa de los servicios de salud como actividad esencial de la institución.  Solo 
deben admitirse en casos excepcionales, de urgencia, debidamente justificados y 
comprobados en los que tal medida resulte indispensable para garantizar la 
continuidad de la prestación de los servicios a los usuarios y se demuestre, con 
base en estudios técnicos, médicos y financieros -y no a partir de las expectativas 
de ganancia de algunos políticos-, que la institución no se encuentra en capacidad 
de prestar directamente dichos servicios. 
 
Además, se hace indispensable reafirmar el carácter subsidiario y temporal de 
este tipo de contrataciones, por lo que la institución debe tomar, a la mayor 
brevedad posible, medidas para realizar las inversiones requeridas para ampliar la 
cobertura de sus servicios y garantizar la adecuada atención de las personas 
usuarias.  Deben existir proyectos en marcha para solventar en el corto plazo las 
carencias que justifican una determinada compra de servicios.  De esta manera, 
se busca evitar que se posterguen de forma indefinida las inversiones públicas 
que requiere la institución.  Por esa misma razón, el plazo por el cual se realice 
una contratación debe quedar supeditado a que la Caja se encuentre en 
capacidad de asumir o reasumir la prestación del servicio. 
 
Asimismo, resulta de especial relevancia lo señalado por el órgano contralor en 
relación con la necesidad de que se realicen los análisis legales, financieros y 
técnicos que sean pertinentes para asegurar que “en contrataciones de este tipo, 
previo al inicio de un concurso, la administración se garantice que el servicio que 
va a contratar no afecta los servicios que presta directamente la CCSS”.  (Informe 
N.° DFOE-SA-27-2006, pág. 18) 
 
En virtud de las consideraciones expuestas, someto a conocimiento de la 
Asamblea Legislativa el siguiente proyecto de ley para su estudio y aprobación por 
parte de los señores diputados y las señoras diputadas. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
MODIFICACIÓN DE VARIAS LEYES PARA FRENAR EL PROCESO DE 

PRIVATIZACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE SALUD QUE 
PRESTA LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL 

 
 
 

ARTÍCULO 1- Se adiciona un párrafo segundo al artículo 74 de la Ley de 
Contratación Administrativa, Ley N.º 7494, de 2 de mayo de 1995, y sus reformas, 
que se leerá de la siguiente manera: 
 
Artículo 74- Supuestos y régimen 
 
[...] 
 
La concesión de gestión de servicios públicos no será aplicable a los servicios de 
salud que le corresponde prestar a la Caja Costarricense de Seguro Social, de 
conformidad con el artículo 73 de la Constitución Política. 
 
[...] 
 
ARTÍCULO 2- Se modifica el artículo 62 de la Ley constitutiva de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, N.° 17, de 22 de octubre de 1943, y sus reformas, 
que se leerá de la siguiente manera: 
 
Artículo 62- Los servicios ofrecidos al amparo del seguro de enfermedad y 
maternidad encomendado a la Caja Costarricense de Seguro Social, de 
conformidad con el artículo 73 de la Constitución Política, serán prestados 
directamente por la Caja y forman parte de su actividad esencial. 
 
La contratación temporal de servicios a terceros, solo será posible en casos 
excepcionales debidamente comprobados, en los que se cumpla con las 
siguientes condiciones: 
 
a) Se demuestre la urgencia de una contratación para garantizar la 
continuidad de la atención a los asegurados y la absoluta inviabilidad para la Caja 
de prestar ese servicio. 
 
b) Que exista un proyecto debidamente aprobado por las autoridades 
competentes de la Caja y en ejecución, para realizar a la mayor brevedad posible 
las inversiones necesarias para que la institución preste por su cuenta los 
servicios en cuestión. 
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c) Que el plazo de la contratación no se extienda más allá de la fecha en que 
la Caja se encuentre en la capacidad de asumir o reasumir la prestación de los 
servicios de forma directa. 
 
d) Que mediante estudios técnicos y financieros se constate que la 
contratación no afectará la adecuada prestación de los servicios a cargo de la 
Caja, ni el cumplimiento en los plazos previstos de los planes de inversión para 
garantizar que la institución pueda atender de forma directa, en condiciones 
idóneas de calidad y eficiencia, la totalidad de la demanda de estos servicios.  En 
los estudios financieros que se realicen deberá demostrarse la razonabilidad de 
los costos de dicha contratación. 
 
La contratación temporal de servicios a terceros, se regirá por lo establecido en el 
artículo 80 de la Ley de Contratación Administrativa, ley 7494 del 02 de mayo de 
1995. 
 
En casos específicos que requieran atención inmediata y en los que el trámite de 
los requisitos anteriores pueda poner riesgo la vida o la salud de los pacientes, la 
Caja podrá prescindir total o parcialmente de dicho trámite.  Sin embargo, en un 
plazo improrrogable de dos meses contado a partir de la primera contratación, la 
institución deberá proceder a su cumplimiento, a efecto de determinar la 
procedencia de futuras contrataciones similares. 
 
Los actos que se realicen en contravención de lo dispuesto en este artículo serán 
absolutamente nulos. Los funcionarios públicos que incumplan con estas 
disposiciones incurrirán en falta grave de servicio y serán sancionados con 
despido sin responsabilidad patronal o con destitución inmediata del cargo, en el 
caso de funcionarios nombrados por el Poder Ejecutivo.  Lo anterior, sin perjuicio 
de las demás responsabilidades civiles y penales en que puedan haber incurrido.” 
 
Rige a partir de su publicación. 
 
 
 

José María Villalta Flórez-Estrada 
Diputado 

 
 
 
7 de noviembre de 2018 
 
 
NOTAS: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente 

Ordinaria de Asuntos Jurídicos. 
 

El Departamento de Servicios Parlamentarios ajustó el texto de este 
proyecto a los requerimientos de estructura.  


